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I. DISPOSICIONES PUBLICADAS EN GACETA DEL GOBIERNO. 

Gaceta número 41 Sección Séptima, 31 de agosto, 2018 

1.- ACUERDO general número 10 del año 2018 por el que se establecen los Lineamientos que 

regulan las sesiones del Pleno de la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de México. 

 

Gaceta número 39 Sección Primera, 29 de agosto, 2018 

2.- MANUAL de Procedimientos del Departamento de Conciliación Administrativa. 

 

Gaceta número 41 Sección Segunda, 31 de agosto, 2018 

3.- CÓDIGO de Conducta de la Procuraduría del Colono del Estado de México. 

 

II. CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. 

LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS Y EL MIGRATION POLICY 

INSTITUTE PROMOVERÁN RESPUESTAS REGIONALES AL FENÓMENO DE LA 

MIGRACIÓN. 

La Organización de los Estados Americanos (OEA) y el Migration Policy Institute firmaron 

hoy un acuerdo para cooperar en la investigación y la educación sobre migración 

internacional y el flujo de migrantes en la región. 

En la ceremonia de firma, el Secretario General Luis Almagro recordó que el fenómeno de la 

migración “ha sido una constante realidad en el hemisferio y en el trabajo de la Secretaria 

General desde que asumimos esta labor. Hoy más que nunca, presenta retos que sobrepasan 

dimensiones nacionales, requiriendo de replanteamientos y alternativas de solución con una 

perspectiva regional y en varios casos hemisférica”. 

Por su parte, el Presidente del Migration Policy Institute, Andrew Selee, aludió a la urgencia 

del tema dada la situación migratoria por la que actualmente atraviesan nacionales de 

Venezuela, Haití y distintos países de Centroamérica. “Estamos ante una situación en la que, 

por un lado los Estados quieren controlar sus fronteras y tienen su derecho a hacerlo; y al 

mismo tiempo, muchas personas de nuestra región salen por necesidad y con reclamos justos 

de asilo y protección. Conjugar esas dos necesidades es una labor de política pública en la 

que vamos a trabajar”, afirmó. 

http://legislacion.edomex.gob.mx/sites/legislacion.edomex.gob.mx/files/files/pdf/gct/2018/ago317.pdf
http://legislacion.edomex.gob.mx/sites/legislacion.edomex.gob.mx/files/files/pdf/gct/2018/ago291.pdf
http://legislacion.edomex.gob.mx/sites/legislacion.edomex.gob.mx/files/files/pdf/gct/2018/ago312.pdf
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Fuente: http://www.oas.org/es/centro_noticias/fotonoticia.asp?sCodigo=FNC-94871 

III. SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. 

TESIS AISLADAS Y JURISPRUDENCIAS PUBLICADAS EN EL MES DE AGOSTO DE 

DOS MIL DIECIOCHO EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. 

Época: Décima Época  

Registro: 2017704  

Instancia: Plenos de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 24 de agosto de 2018 10:32 h  

Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: PC.XV. J/33 A (10a.)  

RECIBO O FACTURA DE PAGO EXPEDIDA POR LA COMISIÓN ESTATAL DE 
SERVICIOS PÚBLICOS DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA. TIENE EL CARÁCTER 
DE UN CRÉDITO FISCAL QUE NO CONSTITUYE UNA RESOLUCIÓN DEFINITIVA 
PARA LA PROCEDENCIA DEL JUICIO ADMINISTRATIVO ESTATAL. 

Conforme a los artículos 3, 7, 8 y 23 del Código Fiscal del Estado de Baja California, en relación 
con el numeral 22 de la Ley de las Comisiones Estatales de Servicios Públicos de dicha entidad 
federativa (abrogada), los ingresos que percibe el Estado por los servicios de suministro de 
agua potable y drenaje tienen la naturaleza de un derecho, porque conforme al artículo 7 
mencionado, poseen ese carácter las contraprestaciones establecidas en las leyes fiscales por 
los servicios prestados por el Estado en sus funciones de derecho público, así como por el uso 
o aprovechamiento de los bienes del dominio público; de ahí que los derechos constituyen un 
tributo impuesto por el Estado a los gobernados que utilizan los servicios públicos y están 
comprendidos en la fracción IV del artículo 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. En ese contexto, el pago por consumo de agua constituye una contribución en su 
modalidad de derecho a cargo de los particulares y, por tanto, debe considerarse como un 
crédito fiscal, en atención a la legislación especial que rige el acto (Ley de las Comisiones 
Estatales de Servicios Públicos del Estado de Baja California), la cual establece que la obligación 
de pago de las cuotas por consumo de agua tendrá el carácter de fiscal. Ahora bien, aun cuando 
la obligación de pago por consumo de agua potable se refleja al emitirse el recibo o la factura 
por el cobro correspondiente, éstos no constituyen una resolución definitiva impugnable ante 
el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en términos del artículo 22 de la Ley que lo rige, 
porque previamente debe acudirse al recurso de inconformidad que establece el artículo 62 de 
la Ley que Reglamenta el Servicio de Agua Potable en el Estado Baja California, para impugnar 

http://www.oas.org/es/centro_noticias/fotonoticia.asp?sCodigo=FNC-94871


 

Tribunal de Justicia Administrativa 

Del Estado de México 

 
 

 

5 
 

el cobro del servicio de agua potable, ya que en la parte final del párrafo primero de este último 
precepto legal, se establece expresamente como consecuencia si no se impugna el cobro por el 
consumo de agua mediante la inconformidad, que la factura quedará firme para todos los 
efectos legales y, por ende, su consentimiento tácito; de ahí que resulte obligatorio para el 
usuario agotar la inconformidad prevista en esta ley. En ese sentido, impera el principio de 
especialidad de las normas que en el caso es la Ley que Reglamenta el Servicio de Agua Potable 
en el Estado de Baja California, ante la optatividad que se prevé en el numeral 35 de la Ley del 
Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado, dada la obligatoriedad de agotar el 
recurso previsto en la legislación especial. Por tanto, los recibos o facturas de pago por consumo 
de agua no constituyen un acto administrativo definitivo impugnable ante el Tribunal Estatal 
de Justicia Administrativa. 

PLENO DEL DECIMOQUINTO CIRCUITO. 

Contradicción de tesis 8/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo y 
Quinto, ambos del Décimo Quinto Circuito. 26 de junio de 2018. Mayoría de cinco votos de los 
Magistrados Jorge Alberto Garza Chávez, Gerardo Manuel Villar Castillo, Fabricio Fabio 
Villegas Estudillo, Inosencio del Prado Morales y Abel A. Narváez Solís. Disidente: Graciela 
M. Landa Durán. Formularon voto concurrente: Jorge Alberto Garza Chávez y Gerardo 
Manuel Villar Castillo. Ponente: Fabricio Fabio Villegas Estudillo. Secretaria: Cinthya Ivette 
Valenzuela Arenas. 

Criterios contendientes: 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver los 
amparos directos 467/2017 y 468/2017, y el diverso sustentado por el Quinto Tribunal 
Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el amparo directo 515/2017. 

Nota: En términos del artículo 44, último párrafo, del Acuerdo General 52/2015, del Pleno del 
Consejo de la Judicatura Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones del similar 
8/2015, relativo a la integración y funcionamiento de los Plenos de Circuito, esta tesis forma 
parte del engrose relativo a la contradicción de tesis 8/2018, resuelta por el Pleno del 
Decimoquinto Circuito. 

Esta tesis se publicó el viernes 24 de agosto de 2018 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de 
agosto de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2017685  

Instancia: Segunda Sala  
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Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 24 de agosto de 2018 10:32 h  

Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: 2a./J. 84/2018 (10a.)  

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. PARA QUE PROCEDA CONTRA LA 
OMISIÓN, ACTUALIZACIÓN Y CÁLCULO DE INCREMENTOS A LAS PENSIONES 
CONCEDIDAS POR EL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS 
TRABAJADORES DEL ESTADO, PREVIAMENTE DEBE EXISTIR UNA RESOLUCIÓN 
EXPRESA O FICTA QUE HAYA DADO RESPUESTA A LA PETICIÓN DEL 
PENSIONADO. 

De los artículos 14, fracción VI, de Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa abrogada, 2o., 3o., 14, fracción II, y 15, fracciones III y IV, de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, se advierte que el Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa (actualmente Tribunal Federal de Justicia Administrativa) conocerá del 
juicio contencioso administrativo promovido contra las resoluciones definitivas dictadas en 
materia de pensiones civiles, sea con cargo al erario federal o al Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. De dichas normas se deduce que tratándose 
de la impugnación de la actualización y cálculo de incrementos a una pensión se requiere de 
una resolución dictada por el Instituto referido, lo que presupone que el actor, antes de acudir 
al juicio contencioso administrativo federal, debió gestionar ante la autoridad administrativa 
que se le otorgaran dichos incrementos, a fin de que se pronunciara de manera expresa o ficta 
su negativa a acordar de manera favorable la instancia ante aquélla planteada, máxime que en 
las tesis aislada 2a. X/2003 y de jurisprudencia 2a./J. 80/2017 (10a.), la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo que para la procedencia del juicio contencioso 
administrativo se requiere que se haya emitido un acto administrativo de autoridad, una 
resolución definitiva o la última resolución dictada para poner fin a un procedimiento, para 
que sea susceptible de impugnarse ante el Tribunal mencionado. 

SEGUNDA SALA 

Contradicción de tesis 124/2018. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Novena Región, con residencia en Zacatecas, Zacatecas, el 
Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito y el Vigésimo Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Primer Circuito. 27 de junio de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretaria: Teresa Sánchez Medellín. 

Tesis y criterio contendientes: 
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Tesis XXV.2o. J/3 (10a.), de título y subtítulo: "PENSIONES OTORGADAS POR EL INSTITUTO 
DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO. LAS 
SALAS DEL AHORA TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA SON 
COMPETENTES PARA CONOCER DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
CONTRA LA OMISIÓN DE SU DETERMINACIÓN, CÁLCULO Y ACTUALIZACIÓN, SIN 
NECESIDAD DE UNA INSTANCIA O PETICIÓN PREVIA DEL INTERESADO AL 
RESPECTO.", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito y 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 24 de febrero de 2017 a las 10:26 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 39, Tomo 
III, febrero de 2017, página 1945, y 

Tesis I.20o.A.9 A (10a.), de título y subtítulo: "JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
CONTRA LA ACTUALIZACIÓN Y CÁLCULO DE LOS INCREMENTOS A UNA PENSIÓN 
JUBILATORIA. PARA QUE PROCEDA, DEBE EXISTIR UNA RESOLUCIÓN EXPRESA O 
FICTA DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS 
TRABAJADORES DEL ESTADO, EN RESPUESTA A LA SOLICITUD RELATIVA.", aprobada 
por el Vigésimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 11 de noviembre de 2016 a las 10:22 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 36, Tomo IV, 
noviembre de 2016, página 2386, y 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Novena 
Región, con residencia en Zacatecas, Zacatecas, al resolver el amparo directo 1380/2017 
(cuaderno auxiliar 80/2018). 

Tesis de jurisprudencia 84/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del once de julio de dos mil dieciocho.  

Esta tesis se publicó el viernes 24 de agosto de 2018 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de 
agosto de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2017681  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 24 de agosto de 2018 10:32 h  

Materia(s): (Común)  
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Tesis: XIII.P.A.17 K (10a.)  

INFORME JUSTIFICADO RENDIDO FUERA DE LOS PLAZOS ESTABLECIDOS EN LA 
LEY DE AMPARO, PERO ANTES DE LA CELEBRACIÓN DE LA AUDIENCIA 
CONSTITUCIONAL. NO ACTUALIZA EL HECHO GENERADOR DE LA MULTA 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 260, FRACCIÓN II, DE LA PROPIA LEY. 

La fracción II del precepto citado prevé sancionar con multa a la autoridad responsable que no 
rinda el informe justificado o lo haga sin remitir, en su caso, copia certificada completa y legible 
de las constancias necesarias para la solución del juicio constitucional u omita referirse a la 
representación aducida por el promovente; sin embargo, no establece como hecho infractor la 
rendición extemporánea del informe justificado. Por el contrario, el artículo 117, párrafo cuarto, 
de la Ley de Amparo autoriza de alguna manera la presentación de dicho informe fuera de los 
plazos legales, al establecer que puede ser tomado en cuenta si el quejoso estuvo en posibilidad 
de conocerlo. Lo anterior significa que el legislador quiso distinguir entre la falta de rendición 
del informe justificado y su presentación extemporánea. Por tanto, si el informe se presenta 
fuera de los plazos establecidos en la ley, pero antes de la celebración de la audiencia 
constitucional, no se actualiza el hecho generador de dicha sanción, pues de acuerdo con el 
artículo 260, fracción II, de la propia ley, procede aplicar la multa ahí prevista para el caso de 
que la autoridad responsable no rinda su informe justificado, no así cuando es presentado fuera 
de los plazos legales; máxime que al tratarse de una norma que establece una sanción, ésta debe 
ser analizada en estricto sentido y no admite mayores interpretaciones y, por lo mismo, no 
puede considerarse que dentro del hecho infractor deba quedar comprendida la presentación 
extemporánea del informe justificado. 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO 
TERCER CIRCUITO. 

Queja 368/2017. 31 de mayo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: David Gustavo León 
Hernández. Secretario: Víctor Manuel Jaimes Morelos. 

Esta tesis se publicó el viernes 24 de agosto de 2018 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2017680  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 24 de agosto de 2018 10:32 h  

Materia(s): (Común)  
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Tesis: II.3o.P.11 K (10a.)  

IMPROCEDENCIA EN EL AMPARO. EL HECHO DE QUE EL JUEZ DE DISTRITO 
ADVIERTA DISCREPANCIA ENTRE LA FIRMA PLASMADA POR EL QUEJOSO EN 
UNA NOTIFICACIÓN PERSONAL CON MOTIVO DE LA TRAMITACIÓN DEL JUICIO, 
CON LA IMPRESA EN LA DEMANDA, NO ACTUALIZA LA CAUSA MANIFIESTA E 
INDUDABLE PREVISTA EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XXIII, EN RELACIÓN CON 
LOS DIVERSOS 5o. Y 6o., TODOS DE LA LEY DE LA MATERIA. 

El artículo 113 de la Ley de Amparo establece la posibilidad de que se deseche la demanda 
cuando la causa de improcedencia que sirva de apoyo sea manifiesta e indudable, lo que 
implica que, no se dé trámite al juicio y no se llegue a la audiencia constitucional. Ahora bien, 
cuando el Juez de Distrito advierte discrepancia entre la firma plasmada por el quejoso en una 
notificación personal con motivo de la tramitación del juicio constitucional, con la impresa en 
el escrito inicial de demanda, no hace viable que de manera manifiesta e indudable aplique la 
causa de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XXIII, en relación con los diversos 
5o. y 6o., todos de la ley citada. Es así, porque para tener certeza de que se actualiza el principio 
de instancia de parte agraviada, el juzgador constitucional debe ordenar al funcionario 
correspondiente que requiera al quejoso para que ratifique o no la firma de su demanda. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

Queja 51/2018. 12 de abril de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Pedro Contreras 
Navarro. Secretario: Joel Luis Morales Manjarrez. 

Esta tesis se publicó el viernes 24 de agosto de 2018 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2017679  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 24 de agosto de 2018 10:32 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: 2a./J. 83/2018 (10a.)  

IMPEDIMENTOS DE LOS JUZGADORES DE AMPARO. LAS CAUSAS QUE LOS 
ACTUALIZAN PUEDEN HACERSE VALER AUN DESPUÉS DE DICTADO EL AUTO 
QUE TIENE POR CUMPLIDA LA SENTENCIA. 
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El artículo 51 de la Ley de Amparo establece diversas causas de impedimento por las cuales 
los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Magistrados de Circuito, los 
Jueces de Distrito, así como las autoridades que conozcan de los juicios de amparo, deben 
excusarse para conocer de los asuntos puestos a su consideración cuando estimen que se 
actualiza alguna de ellas, las cuales pueden hacerse valer incluso después de dictado el auto 
que tiene por cumplida la sentencia de amparo, ya que su función jurisdiccional se desarrolla 
antes, durante y después de dictada ésta, siendo necesario que se verifique la inexistencia de 
impedimentos jurídicos o fácticos que resulten en la pérdida de su imparcialidad durante todo 
el proceso o la pongan en duda, con inclusión de aquellos que pueden verificarse de forma 
posterior a la ejecución de sus sentencias, como en la denuncia de repetición de acto reclamado; 
con lo que se salvaguarda la tutela jurisdiccional efectiva del quejoso. 

SEGUNDA SALA 

Contradicción de tesis 35/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Séptimo en 
Materia Civil del Primer Circuito y Séptimo en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 27 
de junio de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Etienne Maximilien Luquet Farías. 

Criterios contendientes: 

El sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el impedimento 8/2014, y el diverso sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el impedimento 22/2017. 

Tesis de jurisprudencia 83/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del once de julio de dos mil dieciocho. 

Esta tesis se publicó el viernes 24 de agosto de 2018 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de 
agosto de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2017668  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 24 de agosto de 2018 10:32 h  

Materia(s): (Común)  
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Tesis: VI.1o.A. J/18 (10a.)  

DERECHOS HUMANOS. EL CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO QUE 
ESTÁN OBLIGADOS A REALIZAR LOS JUZGADORES, NO LLEGA AL EXTREMO DE 
ANALIZAR EXPRESAMENTE Y EN ABSTRACTO EN CADA RESOLUCIÓN, TODOS 
LOS DERECHOS HUMANOS QUE FORMAN PARTE DEL ORDEN JURÍDICO 
MEXICANO. 

A partir de las reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia 
de derechos humanos, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el diez de junio de dos 
mil once, en vigor desde el once del mismo mes y año, y de conformidad con lo sostenido por 
el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver el expediente varios 912/2010 
(caso Radilla Pacheco), los Jueces de todo el sistema jurídico mexicano, en sus respectivas 
competencias, deben acatar el principio pro persona, consistente en adoptar la interpretación 
más favorable al derecho humano de que se trate, y además, al margen de los medios de control 
concentrado de la constitucionalidad adoptados en la Constitución General de la República, 
todos los juzgadores deben ejercer un control de convencionalidad ex officio del orden jurídico, 
conforme al cual, pueden inaplicar una norma cuando ésta sea contraria a los derechos 
humanos contenidos en la propia Ley Fundamental, en los tratados internacionales en los que 
el Estado Mexicano sea Parte, así como en la jurisprudencia emitida por el Poder Judicial de la 
Federación y en los criterios de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Sin embargo, 
si el Juez no advierte oficiosamente que una norma violente los derechos humanos 
mencionados, a fin de sostener la inaplicación de aquélla en el caso concreto, dicho control de 
convencionalidad no puede estimarse que llega al extremo de que el Juez del conocimiento 
deba oficiosamente comparar y analizar en abstracto en cada resolución, todos los derechos 
humanos que forman parte del orden jurídico mexicano, puesto que ello haría ineficaz e 
irrealizable el desarrollo de la función jurisdiccional, en detrimento del derecho humano de 
acceso a la justicia por parte de los gobernados, con la consecuente afectación que ello significa. 
Por tanto, la sola mención de que una autoridad violentó derechos humanos en una demanda 
de amparo, es insuficiente para que, si el juzgador de amparo no advierte implícitamente ex 
officio la transgresión a una de dichas prerrogativas, analice expresamente en la sentencia 
todos los demás derechos humanos que pudieran resultar relacionados con el caso concreto, 
debiendo resolver la litis conforme al principio pro persona, a fin de determinar si el acto 
reclamado es o no contrario a derecho. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO 
CIRCUITO. 

Amparo directo 293/2011. 10 de noviembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco 
Javier Cárdenas Ramírez. Secretario: Alejandro Andraca Carrera. 

Amparo directo 545/2013. 4 de febrero de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier 
Cárdenas Ramírez. Secretaria: María del Rosario Hernández García. 

Amparo directo 11/2014. 30 de abril de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: José Eduardo 
Téllez Espinoza. Secretario: David Alvarado Toxtle. 

Amparo directo 45/2015. 9 de septiembre de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: José 
Eduardo Téllez Espinoza. Secretario: David Alvarado Toxtle. 
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Amparo directo 283/2017. 4 de julio de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Higuera 
Corona. Secretaria: María de Lourdes de la Cruz Mendoza. 

Nota: La ejecutoria relativa al expediente varios 912/2010 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro I, Tomo 1, octubre de 
2011, página 313. 

Esta tesis se publicó el viernes 24 de agosto de 2018 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de 
agosto de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2017667  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 24 de agosto de 2018 10:32 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: XXII.P.A.19 A (10a.)  

DERECHO FUNDAMENTAL DE ACCESO AL AGUA. LA COMISIÓN ESTATAL DE 
AGUAS DE QUERÉTARO ES LA AUTORIDAD OBLIGADA A GARANTIZARLO, 
MEDIANTE LOS CONTRATOS CELEBRADOS CON LOS USUARIOS, EN UNA 
RELACIÓN DE SUPRA A SUBORDINACIÓN. 

El artículo 4o., párrafo sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos elevó 
a la categoría de derecho fundamental el acceso al agua y obligó al Estado a garantizarlo, a 
partir de su reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 8 de febrero de 2012. Por 
su parte, los artículos 402, 472, párrafos primero y quinto, y 439, párrafo primero, en relación 
con los diversos 419 a 426 y 441 del Código Urbano del Estado de Querétaro edifican un marco 
legal que permite considerar a la Comisión Estatal de Aguas de la entidad, como la autoridad 
obligada a garantizar ese derecho fundamental, derivado de la relación jurídica de asimetría 
que guarda con el usuario; esto es, de supra a subordinación, cuando emite actos sustentados 
en los contratos que ambos celebren. Sin que se oponga a lo anterior, la tesis de jurisprudencia 
P./J. 92/2001, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "AGUA 
POTABLE. CUANDO EL ESTADO PRESTA EL SERVICIO MEDIANTE CONTRATOS 
ADMINISTRATIVOS DE ADHESIÓN, LA RELACIÓN JURÍDICA ENTRE LAS PARTES NO 
CORRESPONDE A LA DE SUPRA A SUBORDINACIÓN QUE EXISTE ENTRE UNA 
AUTORIDAD Y UN GOBERNADO, SINO A UNA RELACIÓN DE COORDINACIÓN 
VOLUNTARIA ENTRE EL PRESTADOR DEL SERVICIO Y EL PARTICULAR.", al haberse 
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aprobado ésta el 3 de julio de 2001; es decir, con anterioridad a la reforma constitucional 
indicada y a la diversa difundida en el señalado medio el 6 y 10 de junio de 2011, que implicó 
la ampliación del espectro de autoridad para efectos del juicio de amparo y vinculó a las 
autoridades a proteger los derechos fundamentales, entre ellos, el de acceso al agua, pues las 
condiciones normativas e interpretativas imperantes al emitirse dicho criterio, aún no se 
sujetaban a la progresividad del actual marco constitucional en materia de derechos humanos. 
Máxime que el Alto Tribunal del País ya puso de manifiesto que el concepto de autoridad sufrió 
una adaptación funcional que corresponde con una visión más amplia del derecho 
internacional de los derechos humanos y su vinculación con el nuevo contexto constitucional, 
como se obtiene de la línea jurisprudencial que desarrolló desde finales de la Novena Época y, 
decididamente, en la Décima, al precisar la dimensión autoritativa de las atribuciones y 
facultades que despliegan entes y corporaciones dentro del Estado, dejando de lado el 
tradicional concepto de fuerza pública, como elemento sustancial del acto de autoridad, 
precedente que, a la postre, se tradujo en el actual enunciado del artículo 5o., fracción II, de la 
Ley de Amparo. 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO 
SEGUNDO CIRCUITO. 

Amparo en revisión 1/2017. 1 de junio de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Mauricio 
Barajas Villa. Secretario: Samuel Olvera López. 

Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 92/2001 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, julio de 2001, página 693. 

Esta tesis se publicó el viernes 24 de agosto de 2018 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2017654  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 24 de agosto de 2018 10:32 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: (V Región)2o. J/2 (10a.)  

ACTOS OMISIVOS ATRIBUIDOS A UNA AUTORIDAD. PRESUPUESTOS DE SU 
EXISTENCIA. 
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La omisión jurídica es un estado pasivo y permanente, parcial o absoluto, cuyo cambio se exige 
en proporción a un deber derivado de una facultad que habilita o da competencia a la 
autoridad. En este sentido, si se trata de actos omisivos, la carga de la prueba recae, por regla 
general, en las autoridades, pero esto aplica cuando, teniendo conocimiento, están obligadas a 
actuar y no lo hacen, lo que se traduce en una abstención de actuar con base en sus atribuciones. 
Al respecto, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis aislada 1a. 
XXIV/98, señaló que para la existencia de la omisión debe considerarse si existe una condición 
de actualización que coloque a la autoridad en la obligación de proceder que exige el 
gobernado; en estos casos, su deber es en proporción al supuesto normativo incumplido, es 
decir, el presupuesto de la omisión es la facultad normativa que habilita a las autoridades y las 
constriñe a actuar en vía de consecuencia de un acto jurídico previo que lo origine, ya que sólo 
pueden omitirse conductas, fáctica y legalmente probables, donde el Estado teniendo 
conocimiento de un acto o hecho no acata la facultad normativa. Luego entonces, el 
conocimiento de la autoridad que la constriñe a actuar se divide en tres hipótesis: 1) que ésta 
sea consecuencia de un acto previo que la origine, es decir, la autoridad lo conoce directamente 
y sólo espera ejecución por ya existir el presupuesto que fáctica y legalmente la habilitan y 
constriñen, por ejemplo ante la existencia de un fallo o determinación judicial la omisión de 
ejecutar, entregar, pagar o liberar; 2) los casos donde no tenga como presupuesto una 
condición, por ejemplo ante una falta o accidente de tránsito, un delito flagrante, una 
contingencia ambiental son hechos que la autoridad conoce o debe conocer por razones 
notorias, en estos, la obligación se especifica en proporción al hecho y a la consecuencia 
normativa prevista; y, 3) los actos que requieren de una solicitud, petición o condición, siendo 
aquellos que prevén la existencia de requisitos previos de impulso del gobernado, para 
actualizar las facultades y el conocimiento directo de la autoridad, por ejemplo cuando ésta 
requiere algún tipo de formulario, pago o bien una solicitud, que son requisitos o condiciones 
para que el Estado actúe. En este tenor, en la medida que va dependiendo de la omisión y sus 
presupuestos como facultad normativa y conocimiento de la autoridad, podrá establecerse su 
existencia. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
QUINTA REGIÓN. 

Amparo en revisión 510/2017 (cuaderno auxiliar 762/2017) del índice del Segundo Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa. 17 de 
mayo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Leonardo González Martínez. Secretario: Senén 
Roa Padilla. 

Amparo en revisión 984/2017 (cuaderno auxiliar 267/2018) del índice del Segundo Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa. 17 de 
mayo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Leonardo González Martínez. Secretaria: Bricia 
Ceballos Vega. 

Amparo en revisión 1046/2017 (cuaderno auxiliar 283/2018) del índice del Segundo Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa. 17 de 
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mayo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Ricardo Garduño Pasten. Secretario: Martín 
Tapia Gutiérrez. 

Amparo en revisión 111/2018 (cuaderno auxiliar 383/2018) del índice del Segundo Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa. 24 de 
mayo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Ricardo Garduño Pasten. Secretario: Martín 
Tapia Gutiérrez. 

Amparo en revisión 131/2018 (cuaderno auxiliar 386/2018) del índice del Segundo Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa. 24 de 
mayo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Ricardo Garduño Pasten. Secretario: Arturo 
Manuel Fernández Abundis. 

Nota: La tesis aislada 1a. XXIV/98 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VII, junio de 1998, página 53. 

En relación con el alcance de la presente tesis destaca la diversa aislada 2a. CXLI/97, de rubro: 
"ACTOS NEGATIVOS ATRIBUIDOS A UNA AUTORIDAD. SI SU EXISTENCIA REQUIERE 
DE PREVIA SOLICITUD, AL QUEJOSO CORRESPONDE DEMOSTRAR QUE LA 
FORMULÓ.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo VI, diciembre de 1997, página 366. 

Esta tesis se publicó el viernes 24 de agosto de 2018 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de 
agosto de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 

IV. DISPOSICIONES FEDERALES. 

REUNIÓN PARA DAR INICIO FORMAL AL PROCESO DE 

TRANSICIÓN. 

Se trata de un encuentro inédito, toda vez que no había ocurrido en el pasado reciente el tener 

a estas alturas de la transición ya definidos quienes serán los titulares de las dependencias 

gubernamentales de la Administración Pública Federal. 

Hoy se realizó el tercer encuentro entre el Presidente de la República, Enrique Peña Nieto, y el 

Presidente Electo, el licenciado Andrés Manuel López Obrador, a efecto de dar inicio formal al 

proceso de transición, en donde es voluntad y disposición del Gobierno de la República allegar 

la información correspondiente a la Administración Pública Federal, a quienes serán los 

titulares de las dependencias gubernamentales del próximo Gobierno de la República, a efecto 
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de proporcionarles toda la información, todo aquello que les permita tener la debida 

información para la futura toma de decisiones y, sobre todo, para la definición de las políticas 

públicas que defina el próximo Gobierno de la República. 

Fuente: https://www.gob.mx/presidencia/articulos/reunion-para-dar-inicio-formal-al-

proceso-de-transicion?idiom=es 

 

V. DERECHOS HUMANOS. 

EL CAMBIO Y RECOMPOSICIÓN DE LOS PODERES LEGISLATIVO 

Y EJECUTIVO DEBEN GENERAR CAMBIOS EN MATERIA DE 

SEGURIDAD Y JUSTICIA CON VISIÓN INTEGRAL: COMISIÓN 

NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS. 

El cambio y recomposición de los Poderes Ejecutivo y Legislativo federales, así como en 

diversas entidades del país, abren una ventana de oportunidad para un avance positivo en 

materia de seguridad y justicia, bajo una visión integral que atienda no solo las manifestaciones 

más evidentes de la inseguridad y la violencia, sino sus causas estructurales. No podemos 

permitir que nuestra historia se escriba con sangre y que la violencia sea protagonista central 

de nuestra convivencia.  

Así lo manifestó el Ombudsperson nacional, Luis Raúl González Pérez, al participar en la 

presentación del libro “Violencia y Paz. Diagnósticos y Propuestas para México”, conformado 

con la contribución de 22 investigadores, el cual analiza los factores que han contribuido a 

incrementar los índices de criminalidad y violencia en los estados de Chihuahua, Sonora, Baja 

California, Sinaloa, Michoacán, Oaxaca, Guerrero, Tamaulipas, Nuevo León y Coahuila, 

además de proponer estrategias para atender esa situación y reconstruir la paz en el país. 

Fuente: http://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Comunicados/2018/Com_2018_242.pdf 

 

 

 

https://www.gob.mx/presidencia/articulos/reunion-para-dar-inicio-formal-al-proceso-de-transicion?idiom=es
https://www.gob.mx/presidencia/articulos/reunion-para-dar-inicio-formal-al-proceso-de-transicion?idiom=es
http://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Comunicados/2018/Com_2018_242.pdf
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VI. PUBLICACIÓN DE INTERÉS. 

CUADERNO DE BUENAS PRÁCTICAS PARA JUZGAR CON 

PERSPECTIVA DE GÉNERO DEL CENTRO DE INVESTIGACIÓN Y 

DOCENCIA ECONÓMICAS Y COSEJO DE LA JUDICATURA 

FEDERAL. 

 

El objetivo de este cuaderno es ofrecer, respetando en todo momento la independencia de las 

y los juzgadores, una herramienta de apoyo metodológico para juzgar con perspectiva de 

género, que incluye también ejemplos reales y permite difundir de manera práctica, los 

resultados del estudio académico, que inicialmente se realizó. Por su contenido, esta 

publicación también está dirigida a secretarios proyectistas y defensores, así como a los demás 

operadores de la justicia e interesados en el tema. 

 

Descargar cuaderno: http://www.tfjfa.gob.mx/igualdad_genero/ig_documentos/ 
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